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CONTRIBUCIÓN DE LA REPÚBLICA ARGENTINA PARA EL FUTURO TRABAJO DE ELABORACIÓN DE UN PROYECTO DE CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA EL RACISMO Y TODA FORMA DE DISCRIMINACIÓN E INTOLERANCIA
Lejos de ser una noción moderna la igualdad es un concepto ya ampliamente trabajado por filósofos de la Grecia antigua, quienes han contribuido a desarrollar las bases teóricas para  sustentar  los regímenes políticos democráticos. 

En este marco, la democracia antigua era pensada y experimentada, básicamente, como una comunidad de iguales. Sin embargo, se trataba éste de un criterio exclusivo en tanto que permitía delimitar claramente entre aquellos individuos que podían participar en la esfera pública - en el ágora- y discutir de manera conjunta los temas de interés general, y aquellas personas que, en tanto desiguales, no gozaban de los beneficios de la ciudadanía.

Ahora bien, si por un lado es cierto que la noción de igualdad es consustancial a la definición de democracia, lo cierto es que, con el advenimiento de la modernidad, aquella noción ha mutado en la medida en que la misma fue redefinida en términos de constituirse en un concepto asociado a la noción de derechos humanos a la vez que compatible con  la pluralidad propia de la sociedad civil. Se trata en este caso de la irrupción de las democracias liberales, en donde la igualdad y la libertad eran concebidas como conceptos relacionales en tanto que eran partes de una totalidad dialéctica mayor. Así, la igualdad dejaba de ser excluyente para constituirse en una categoría inclusiva. En este punto el concepto de ciudadanía deviene fundamentalmente de que todos los individuos son parte de un régimen político y, en tanto tales, gozan de los derechos y las libertades legalmente reconocidos por los estados de derecho modernos.  

Es en este marco que la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 retoma los principios básicos de la revolucionaria Declaración Francesa de los Derechos del Hombre y del Ciudadano y de la declaración de independencia estadounidense, que   cristalizan, de alguna manera, el espíritu filosófico del siglo XVIII, a la vez que marcan el fin del antiguo régimen y el principio de una nueva era.

En tal sentido, la Declaración Universal de Derechos Humanos hizo de la igualdad y la no-discriminación la base de su proclama. Así, los artículos I y II rezan:  

“Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros.” 


“Toda persona tiene los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición.



En este sentido, “la suma de ambos artículos, a la vez simples y profundos, sintetizan los derechos de igualdad y no discriminación que, como lo expresan las  propias Naciones Unidas, tienen primacía sobre todos los poderes, incluido el del Estado, que puede reglamentar estos derechos pero no derogarlos(…)” 

Sin perjuicio de lo anterior, y tras la acumulación de experiencias traumáticas relacionadas con la presencia de violaciones masivas y sistemáticas a los derechos más fundamentales como la creciente atención que la opinión pública internacional presta a este tema, se ha generado el contexto propicio para que se produzca la emergencia y el progresivo desarrollo de ciertos principios básicos ligados a la necesidad de que los estados no sólo reconozcan la igualdad formal de los individuos  sino que se comprometan a deslegitimar cualquier tipo de discriminación que inhiba la universalidad de la noción de igualdad en el ejercicio de los derechos y libertades fundamentales. En tal sentido, en 1965 los Estados parte de las Naciones Unidas consensuaron una Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación Racial entendiendo que la perpetración de estas prácticas representa una de las problemáticas que más erosionan el estado de derecho y la convivencia social, obstaculizando así la vigencia y consolidación de los regímenes democráticos. 

En tal documento, la comunidad internacional avanza sobre la Declaración Universal en términos de la materia de referencia, y define a la discriminación como “toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública” .

Por otra parte, y en términos específicos de la lucha contra la discriminación, la xenofobia y demás formas inconexas de intolerancia, es dable destacar que tal Convención introduce un principio conocido como “discriminación positiva”. Se trata en este caso de un mecanismo introducido a fin de acelerar las condiciones de igualdad de aquellos sectores históricamente vulnerables a diversas prácticas sociales discriminatorias. 

El principio de discriminación positiva supone priorizar el derecho a la libertad, entendida como pluralidad, en detrimento del derecho la igualdad formal. Ello, simplemente, “porque no puede tratarse como iguales a desiguales”. Tal mecanismo no sólo no atenta contra el derecho a la igualdad sino que representa su salvaguardia, en la medida en que permite corregir las desigualdades de hecho, evitando así que su proclamación devenga formal y abstracta.

En tal sentido, el inciso 4 del artículo I y el inciso 2 del artículo II establecen que no se considerará discriminación a aquellas “ (...) medidas especiales adoptadas con el fin exclusivo de asegurar el progreso de ciertos grupos raciales o étnicos o de ciertas personas que requieran la protección que pueda ser necesaria con objeto de garantizarles, en condiciones de igualdad, el disfrute o el ejercicio de los derechos humanos y las libertades fundamentales (...) siempre que no conduzcan (...) al mantenimiento de  derechos distintos (...) y que no se mantengan en vigor después de alcanzados los objetivos para los cuales se tomaron” 
.

Lejos de ser un tema menor, la introducción del principio antes mencionado en la Convención de referencia permite vislumbrar la toma de conciencia por parte de la comunidad internacional respecto de la especificidad propia de la problemática del racismo y la discriminación, de la cual deriva  la necesidad de adoptar medidas, si se quiere, hasta ese momento no tradicionales en el marco del derecho internacional de derechos humanos. 

Asimismo, la Convención requiere que los Estados sancionen penalmente las prácticas discriminatorias que se desarrollen en el seno de la sociedad civil. En tal sentido, el inciso a. del artículo IV reza : “ Los estados partes (...) declararán como punible conforme a la ley toda difusión de ideas basadas en la superioridad o en el odio racial, así como todo acto de violencia o toda incitación a las actividades racistas, incluidas su financiación”. 

Finalmente, resulta dable destacar que la Convención ha sido la primera en crear un sistema de supervisión internacional en pos de monitorear los estándares de cumplimiento de las disposiciones estipuladas en el documento. A este fin, se constituyó el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial (CERD), cuyos miembros interpretan las diferentes disposiciones para los casos prácticos a la vez que se encuentran facultados para requerir a los diversos Estados el cumplimiento de las obligaciones de la Convención. 

Por otra parte, y además de la Convención mencionada, la comunidad internacional ha creado otros documentos que, aunque no refieren directamente a la temática de referencia, contribuyen a completar la Declaración Universal de Derechos Humanos en cuanto a la lucha contra la no-discriminación. Así, en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966, como –aunque en menor medida- en el Pacto de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, los distintos Estados reconocen la igualdad de todos los individuos a la vez que se comprometen a respetar y garantizar a los habitantes de sus respectivos territorios el goce de los derechos y las libertades fundamentales “ sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política, o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento, o cualquier otra condición social.

El Pacto Internacional de Derechos Políticos reconoce, por su parte, el derecho que les corresponde a las minorías étnicas, religiosas o lingüísticas “a tener su propia vida cultural, a profesar y practicar su propia religión y a emplear su propio idioma”.

Este último punto, lejos de ser un tema menor, se cree es un  elemento  fundamental que delimita, de alguna manera, un punto de inflexión en el debate de la comunidad internacional sobre el tema de referencia, en la medida en que introduce la necesidad de que no sólo se reconozca sino también que se garantice la vida plural de toda comunidad estatal.

En este marco, la Conferencia Regional de las Américas, que se realizó en Chile en el 2000, debatió sobre la cuestión de la discriminación sobre el fondo de la situación de los países americanos. En esta ocasión, el tema de referencia fue encarado desde una dimensión ampliada, sobre la cual se elaboró  una declaración y un programa de acción, ambos precedidos por una reflexión y propuestas relativas a la “democracia y derechos políticos”  y al proceso de “globalización”. A partir de allí, se estudió el sector social denominado “víctimas del racismo” que incluye, a su vez, a tres grandes grupos:   pueblos indígenas, afrodecendientes y migrantes. Pero, además, se agregó a  otro sector   denominado “víctimas de la discriminación agravada o múltiple”, que incluye a las mujeres, los niños, los portadores de VIH-SIDA y las personas en situación de pobreza.

La idea-base de esta conferencia fue, como se comentó, instaurar un debate en torno a las particularidades de la problemática de la discriminación en el marco contextual  americano. Es así que en el preámbulo de la misma se reafirma el compromiso de  “abordar las manifestaciones de racismo, discriminación racial, xenofobia y otras formas de intolerancia que se dan por motivos de raza, linaje, color, religión, cultura, lengua u orientación sexual, la discapacidad o la posición socio-económica”.

En cuanto a las medidas de prevención, la Conferencia menciona cuatro áreas de gestión: la educación, la información pública, los medios de comunicación e Internet. En este sentido, se insiste en la necesidad de un trabajo conjunto por parte de los diversos órganos gubernamentales con las ONGs y la sociedad civil respectivamente en punto a hacer frente a una problemática que atraviesa los diversos campos de la actividad humana y que requiere, por ello, la elaboración de medidas complejas para su erradicación.    

Con posteridad a la Conferencia de Santiago, se realizó en la ciudad de Durban la Conferencia Mundial contra el Racismo, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia, en la cual los estados miembros  de las Naciones Unidas reconocieron que, pese a que la no discriminación se ha establecido como un principio fundamental del derecho internacional, la experiencia evidencia la proliferación de nuevas practicas sociales discriminatorias que requieren, para ser erradicadas, la búsqueda y adopción de complejas e innovadoras medidas capaces de hacerle frente.

El informe final de aquella Conferencia consta de tres partes: los fundamentos, la declaración y el programa de acción. En los últimos dos se distinguen, a su vez, los orígenes de la discriminación, sus victimas, las medidas de prevención encaminadas a erradicar las practicas sociales discriminatorias, los recursos y medidas eficaces de reparación, resarcimiento e indemnización y, por ultimo, se delinean las estrategias para lograr una igualdad plena y efectiva que abarque la cooperación internacional y el fortalecimiento del sistema de Naciones Unidas.

Por lo que respecta al pasado, resulta dable destacar que la referida Conferencia  ha sido catalogada como un documento histórico en la medida en que proclamó que la esclavitud y la trata de esclavos suponen crímenes de lesa humanidad. En este punto, los Estados también admitieron que históricamente el colonialismo ha conducido al racismo a la vez que ha sido causal de sufrimientos que persisten en la actualidad.

Asimismo, la comunidad internacional reconoció como importantes causales de discriminación a la pobreza y a la desigualdad económica a la vez que a la persistencia de modos de discriminación y racismo enraizados en los sistemas penales y en la aplicación general de la ley. En este último sentido, cabe destacar que se llegó a un  acuerdo sobre la necesidad de implementar planes de acción nacionales y leyes más firmes a la vez que otorgar mayor asistencia jurídica a aquellas personas o grupos más vulnerables a la discriminación racial.

Por su parte, se señaló que los africanos y afrodescendientes, los indígenas, migrantes y los refugiados constituyen los grupos más susceptibles de ser victimizados. Sin perjuicio de ello, se hizo  también referencia a otras víctimas de las prácticas discriminatorias que requieren ser consideradas a la hora de elaborar medidas tendientes a erradicar esta problemática (Vg. personas sujetas al tráfico de personas,  menores, romaníes, campesinos, victimas por motivos religiosos o de genero, discapacidades).

En términos de las medidas que se consensuaron para hacer frente a la discriminación, la comunidad internacional puso importante énfasis en la necesidad de aprobar medidas de educación y sensibilización del público a la vez que se incluyeron medidas para garantizar la igualdad en las esferas del empleo, la salud y el medio ambiente. 

II

La Argentina ha mantenido, desde la recuperación de la democracia en 1983, una sólida a la vez que firme posición de principios en materia de protección y promoción de derechos humanos, tanto a nivel nacional como internacional. En este punto, y en lo que se refiere a la materia en tratamiento, el país ha establecido como uno de sus objetivos primordiales, la consolidación de una sociedad democrática, en donde todos los habitantes puedan reconocerse como parte integral de una sociedad justa y plural capaz de brindar, sin distinción alguna, las mismas oportunidades a todos los individuos.

En ese sentido, cabe destacar que la Argentina no solo ha ratificado los tratados antes mencionados sino que los mismos adquirieron, a partir de 1994, jerarquía constitucional.

Un signo ilustrativo del compromiso de la Argentina con la temática de referencia es la aprobación en 2005 del Plan Nacional contra la Discriminación, elaborado con el objeto de promover en el país  la aplicación de las conclusiones de la Conferencia de Durban.  

Un rasgo fundamental de dicho Plan, que se cree es la principal contribución de la Argentina  a un esfuerzo internacional en la materia, es que en el mismo se señaló que las prácticas sociales discriminatorias se explican por las características del grupo social, estado o sociedad que las lleva a cabo  y que por ello no pueden ser pensadas a partir de alguna característica que tenga la víctima de tales prácticas. Consecuentemente, los estudios sobre la discriminación que se desarrollan en el Plan Nacional focalizan su atención en las problemáticas que producen que determinados grupos sociales se inclinen a realizar prácticas discriminatorias y no en los grupos que usualmente son discriminados. 

Asimismo, y de manera coherente con la interpretación desarrollada, el plan en cuestión plantea desterrar la noción de “tolerancia”  frente a determinados grupos sociales, dado que el uso de tal concepto implicaría un consenso sobre la  existencia de un juicio previo respecto a alguna característica negativa de la persona o grupo  discriminado que requiere ser  tolerado para integrarse a la comunidad.

En esta línea de argumentación, el Plan definió a las prácticas sociales discriminatorias en el marco  de las siguientes acciones:

1. Crear y/o colaborar en la difusión de estereotipos de cualquier grupo humano por características reales o imaginarias, sean éstas positivas o negativas y se vinculen a características innatas o adquiridas.

2. Hostigar, maltratar, aislar, agredir, segregar, excluir y/o marginar a cualquier miembro de un grupo humano del tipo que fuere por su carácter de miembro del grupo. 

3. Establecer cualquier distinción legal, económica laboral, de libertad de movimiento o acceso a determinados ámbitos o en la prestación de servicios sanitarios y/o educativos a un miembro de un grupo humano del tipo que fuere, con el objeto de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos o libertades fundamentales.

Es en este marco que el Plan ha desarrollado una ardua investigación encaminada a realizar un diagnóstico sobre la situación de la discriminación en el país capaz de dar lugar a una posterior puesta en práctica de medidas elaboradas para hacer frente a la problemática de la discriminación y el racismo teniendo en cuenta las especificidades que estas prácticas asumen en la Argentina.

En esta línea, se ha elaborado un diagnóstico que consta de tres partes. En primer lugar, el Plan considera que existen tres grandes ejes que atraviesan las matices de producción de prácticas sociales discriminatorias que son, respectivamente, el racismo, la pobreza y exclusión social y los modos en que se establece y reformula la relación entre el Estado y la sociedad.

En segundo lugar, el Plan ha considerado que las diversas prácticas discriminatorias cobran especificidad en determinadas “áreas de análisis” . A este respecto, se reconocen las siguientes áreas: Etario (niñez y adolescencia); étnico –Nacional (pueblos originarios, afrodescendientes, antisemitismo, arabofobia e islamofobia, comunidades gitanas y pueblos Rom, colectividades latinoamericanas y colectividades asiáticas), género (identidad sexual), migrantes y refugiados, necesidades especiales, político-ideológico, religión (la religión en la conformación del Estado argentino, religión y espiritualidad indígenas, antisemitismo, arabofobia e islamofobia, protestantismo, testigos de Jehová) y, por último, situaciones particulares (personas privadas de libertad, liberados, veteranos de guerra de Malvinas, vecinos de poblaciones aisladas).

En tercer lugar, el Plan considera que ciertas áreas del funcionamiento estatal y/o social resultan vitales, tanto para la construcción de las matrices discriminatorias como si se quiere pensar en los diversos modos para desarticularlas. En tal sentido, los ámbitos institucionales trabajados por el Plan son los siguientes: administración de justicia y legislación, administración pública, educación, fuerzas de seguridad, medios de comunicación y salud.  

Asimismo, cabe destacar que la implementación de medidas tendientes a erradicar esta problemática adquiere un valor agregado si se piensa  que el racismo y la discriminación constituyen históricos problemas que dificultan la convivencia social a la vez que erosionan la posibilidad de  que  los regimenes democrático constitucionales se consoliden.

Es en este sentido, y a partir del reconocimiento de que, pese a los avances en la materia (tanto a nivel nacional como  internacional), la discriminación es una práctica social aún vigente que adquiere nuevas formas -cada vez más complejas y sutiles-, que la Argentina considera de gran importancia elaborar un instrumento regional en la materia siempre que éste contemple estándares más elevados a los sostenidos en la Convención Internacional sobre la Discriminación.

Asimismo, se cree relevante que un eventual documento como el propuesto adopte las contribuciones que se hicieron en las conferencias de Santiago y Durban, respectivamente, a la vez que reflexione sobre la temática de la discriminación en el escenario especifico de la realidad americana. Es en tal sentido que la Conferencia de Santiago como el Plan Nacional contra la Discriminación elaborado en la Argentina, podrían suponer aportes de relevancia. 
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